
Para esta Institución, en sintonía con las declaraciones del Defensor del Pueblo, la transparencia y claridad 
en todo momento son claves y constituyen la mejor garantía de que se está respetando el derecho de 
defensa de estas personas extranjeras -menores de edad- frente a unas decisiones administrativas que 
pueden estar en contradicción con sus propios deseos e intereses o que no cumplan con los requisitos 
legales establecidos.

Comunicado Defensoría

Subida del coste de la energía
Una coyuntura imposible de soportar
El fortísimo incremento habido en el precio de la luz en el segundo semestre del año, que ha afectado 
especialmente a las economías más modestas y particularmente a quienes mantienen sus contratos dentro 
del sistema de precios regulados denominado PVPC, si algo ha venido a poner de manifiesto es la urgente 
necesidad de modificar el actual sistema de fijación de precios en el mercado de la energía y las serias 
carencias que tiene aun nuestro sistema de protección a los consumidores vulnerables.

Las razones de este incremento han sido varias, aunque todo apunta como factores más determinantes a 
la fuerte subida experimentada por el precio del gas natural y al incremento en el coste de los derechos 
de emisión de CO2 que deben pagar las empresas que utilizan energías contaminantes, como parte del 
proceso de transición energética y lucha contra el cambio climático.

Las medidas adoptadas por el gobierno, fundamentalmente reducciones de impuestos, de los costes fijos 
indirectos e incremento de las bonificaciones y descuentos asociados al bono social eléctrico, han servido 
para reducir el impacto de esta subida pero no han impedido que la misma repercuta de forma muy directa 
sobre las economías familiares, sobre la pequeña y mediana industria, sobre comerciantes y hosteleros, y 
sobre los autónomos.

Las previsiones que apuntan a que este alza de precios en el sector energético va a mantenerse durante, al 
menos, buena parte de 2022, hacen necesario que el gobierno adopte nuevas medidas para impedir que 
aumenten las situaciones de pobreza energética o se ponga en riesgo la pervivencia de muchos negocios, 
pequeños y grandes, que son fundamentales para el proceso de recuperación económica tras la crisis 
provocada por la pandemia.
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01 A debate

Más Información en Informe Anual 2021. Capítulo 1.14. Servicios de interés general y Consumo, epígrafe 1.14.2.1.1.1. 
Análisis específico del bono social eléctrico y la protección al consumidor vulnerable ante la crisis de la COVID-19 y 
la subida de la luz.

En este sentido, y asumiendo la dificultad que conlleva incidir sobre alguna de las causas que han provocado 
este incremento de precios al depender de factores como el funcionamiento del mercado de la energía o 
las políticas de lucha contra el cambio climático, esta Institución considera que pueden y deben adoptarse 
otras medidas que minoren los efectos más perjudiciales de esta excepcional subida de precios que afecta 
a un bien esencial como es la electricidad.

Entendemos que debe ampliarse el ámbito de cobertura del bono social eléctrico considerando incluidas en 
el concepto de "consumidor vulnerable o en riesgo de exclusión" a aquellas familias que van a situarse en 
riesgo de pobreza energética al tener que destinar un porcentaje elevado de sus ingresos mensuales al pago 
del recibo de la luz. Asimismo, deberían aprobarse nuevos tramos bonificados, a fin de incluir reducciones 
en la factura para ayudar a aquellas familias que, aun superando los umbrales de renta actualmente 
determinados, van a verse seriamente afectados en su economía mientras dure esta situación de elevados 
precios en este suministro básico.

Por otro lado, el Defensor del Pueblo andaluz 
ha considerado imprescindible como medida de 
ahorro energético que se aprueben con urgencia 
disposiciones destinadas a mejorar la eficiencia 
energética de los hogares andaluces, especialmente 

de aquellas familias más amenazadas por situaciones de pobreza energética, incluyendo ayudas para 
mejorar el aislamiento térmico de los hogares, renovar las instalaciones eléctricas y facilitar la adquisición 
de electrodomésticos más eficientes.

Esta Institución es consciente de la necesidad de adoptar medidas para propiciar una transición energética 
rápida que nos permita luchar con efectividad contra el cambio climático, favoreciendo la implantación de 
las energías renovables. No obstante, tenemos igualmente la convicción de que ese proceso de transición 
tiene que incluir medidas que palíen o limiten las consecuencias desfavorables que inevitablemente van 
a derivarse del mismo, especialmente para determinadas personas y colectivos. La transición energética 
debe ser una transición justa.

Esta Institución permanecerá vigilante ante este grave problema y seguirá denunciando sus consecuencias 
para los colectivos sociales más desfavorecidos y para la sufrida clase media, aportando cuantas propuestas 
y sugerencias estimemos que pueden contribuir a solucionar el problema o, cuando menos a paliar sus 
consecuencias más gravosas.

“La transición energética debe ser 
una transición justa”
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